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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Francisco Ortiz. 


MIEMBROS: Señores Representantes Ernesto Agazzi, Ricardo Berois Quinteros, Eduardo Chiesa 
Bordahandy, Gustavo Guarino, Guido Machado y Leonel Heber Sellanes. 


INVITADOS: Por la Cátedra de Derecho Agrario, profesor doctor Enrique Guerra, Director. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ortiz).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene el gusto de recibir al doctor Enrique Guerra, profesor 
Grado 5 de la Cátedra de Derecho Agrario de la Facultad de Derecho, para exponer sobre el proyecto de ley 
"Constitución de Asociaciones y Sociedades Agrarias y Contratos Agrarios Colectivos y de Integración". 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Agradecemos al doctor Guerra por comparecer ante esta Comisión. 


Quiero hacer una aclaración que me parece pertinente. Más allá de los legisladores que lo firmamos, el doctor 
Guerra ha sido el autor, junto con otros Catedráticos de la Facultad, de este proyecto de ley. Es bueno 
recordar que quien puso este tema sobre la mesa fue el doctor Gelsi Bidart, ya fallecido, que es recordado por 
todo el mundo jurídico, especialmente en el Uruguay. Para nosotros era importante contar con la presencia 
del doctor Guerra al comenzar el estudio de este tema. 


Hace un tiempo mantuvimos con él una conversación muy interesante en la que nos explicó, como docente 
de la Facultad, la importancia que este proyecto tenía, que hace años que ha sido elaborado y que por 
diferentes circunstancias nunca estuvo a estudio de una Comisión parlamentaria. Por ello me parecía 
importante hacer esta aclaración. 


Esta es la primera reunión para tratar este proyecto; seguramente en el transcurso de su estudio la Comisión 
deberá contar otra vez con la presencia del doctor Guerra o de algún otro Catedrático para evacuar algunas 
dudas que puedan ir surgiendo. 


SEÑOR GUERRA.- Agradezco a la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca esta invitación. Desde 
ya, estoy a las órdenes para lo que fuere requerido respecto a este tema. 


Este ante proyecto de ley tiene una historia de unos cuantos años y responde a dos razones: a las necesidades 
sociales del campo de contar con figuras asociativas propias y, como bien indicaba el señor Diputado Berois, 
a la visión del doctor Adolfo Gelsi Bidart, un jurista de primera línea que desde hacía muchos años venía 
bregando -porque tenía un conocimiento muy grande de la realidad social del campo- para que el país contara 
con una ley que permitiera a los productores rurales asociarse, que no tuvieran que recurrir a sociedades 
anónimas o a formatos sociales que no son propios para cierto sector social del campo. Luego, con mucho 
gusto podremos hablar un poco más intensamente sobre ello. La idea era llegar a los productores rurales con 
formatos sociales sencillos que les permitieran hacer economía de escala o vincularse por razones de 
vecindad para atender los diferentes problemas que presenta la vida del campo. 


Lamentablemente, nuestro Derecho positivo tiene un vacío muy grande en ese sentido. Los productores 
rurales recurren a las formas societarias comerciales, que no son adecuadas para atender las necesidades de 
cierto sector del campo, o a las sociedades civiles, que son muy comunes en el campo aunque presentan el 
gran inconveniente de que no tienen personería jurídica ni un patrimonio autónomo distinto al de los socios 
que la integran; esto hace que en el mundo de hoy se las presente como formas inconvenientes para 
desarrollar la inversión en el campo. 


El doctor Gelsi Bidart planteó esta inquietud y elaboramos un proyecto hace unos doce o trece años atrás, que 
fue mejorando a medida que el tiempo iba transcurriendo. Cada jornada de Derecho Agrario lo sometíamos a 
diferentes consideraciones y recogíamos las inquietudes de los profesionales, escribanos o abogados, que de 
un modo u otro son los que transmiten estas necesidades de sus clientes. 


Pero este proyecto nunca salió a la luz; nosotros no tenemos iniciativa legislativa. El doctor Gelsi Bidart 
falleció, pero los hechos en los últimos tiempos han demostrado que plasmar esta idea es cada vez más 
necesario. Yo puedo percibir -es mi opinión personal, pero creo que es compartida por la Asociación de 
Escribanos del Uruguay y otros profesionales- que es cada día más necesario concretar esa idea. Es preciso 
que el agro uruguayo pueda contar con tipos asociativos sencillos que permitan agruparse a los productores. 


Otro hecho que podemos apreciar hoy en día es que después del problema de la crisis financiera, muchos 
sectores de la sociedad, que tienen el dinero no se sabe dónde, ven en el agro la oportunidad de hacer una 
inversión directa en la producción. En lugar de hacer una inversión de estilo financiero prefieren destinarla 
directamente al sector de la explotación agropecuaria. Y la verdad es que en el Uruguay no contamos con una 
infraestructura jurídica adecuada para recibir ese tipo de inversión. Estamos bastante desprotegidos; 
históricamente ha sido así. A las ideas originales que rodearon este proyecto se les acumulan otros factores de 
hecho que es necesario contemplar. Me refiero a dar una infraestructura mínima de garantía legal para las 
inversiones que se hacen o que se pretenden hacer -es un dato de la realidad- en el agro de hoy. También 
tenemos que contemplar otras necesidades económicas que son muy importantes y que no cuentan con un 
respaldo legal. Se están formando cadenas de valor agregado en la producción agropecuaria que no cuentan 
con ninguna garantía legal. Basta con que alguien tenga algún problema de alguna naturaleza para que se 
rompa toda una cadena productiva. 


Tampoco hay seguridades para quien invierte. Alguien puede decir: "Yo compro ganado y está a mi nombre". 
En la práctica, he visto varios contratos y no hay mucho conocimiento del tema. Por ejemplo, puede suceder 
que un profesional que posee ahorros y vive en la ciudad no los quiera poner en el banco y que prefiera 
comprar ganado; y le dicen: "El ganado está a su nombre". El ganado estará a su nombre, pero si a él lo 
embargan, ¿qué pasa con el productor que trabajó con el ganado? ¿Y qué pasa si es al revés, si embargan al 
productor? No hay una infraestructura acorde a ese tipo de negocios. Por lo tanto, me parece oportuno abrir 
un marco regulatorio amplio basado fundamentalmente en la autonomía de la voluntad, porque hoy en el agro 
se pueden hacer muchos negocios y muy diferentes. También son muy distintos los aspectos que hay que 
contemplar: desde hacer un camino en común o construir una represa de agua en común hasta practicar la 
piscicultura -que ahora está de moda-, es decir, manejar los recursos naturales renovables. Hay una cantidad 
de aspectos novedosos de los que la legislación debería comenzar a ocuparse a fin de dar márgenes de 
garantía; la ley es garantía, y de eso estamos hablando. 


Hemos incorporado al proyecto original algunas posibilidades sobre fondos de inversión. En nuestro país, los 
fondos de inversión son exclusivamente de tipo financiero. Nos parece que deberían existir fondos de 
inversión en explotación directa; no hablo de que se invierta en papeles sino de la posibilidad de invertir 
directamente en el sector productivo. Ese es un aspecto de gran relevancia, pero hoy en día la legislación no 
permite hacerlo. También sería bueno que este tipo de sociedades pudiera emitir obligaciones negociables. 
Por ejemplo, se podría organizar un conjunto de productores para conseguir crédito. Hoy en día está difícil 
conseguir crédito y en la mayoría de los casos las garantías que se piden terminan siendo hipotecarias; y en 
definitiva, esto no da un resultado exitoso en cuanto al funcionamiento de las garantías. Deberíamos, 
entonces, abrir la oportunidad de que quien quiera invertir en el campo pueda hacerlo mediante obligaciones 
negociables que emiten ciertos productores con trayectoria en la materia; habría una gran variedad de 
modalidades agropecuarias novedosas en las cuales invertir. 


A mi juicio, este es un proyecto que, en su idea medular, trata de llegar a un sector social que necesita la 
forma asociativa. Asociarse en el campo es muy importante por los problemas de economía de escala y de 
vecindad. De todos modos, creo que las formas sociales tradicionales seguirán existiendo, porque esto le es 
indiferente al individuo que tiene una sociedad anónima. Pero este proyecto de ley no apunta hacia ese tipo 
de sector sino a uno distinto, para el cual parece una necesidad, más o menos imperiosa, que legislativamente 
se cuente con una garantía. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Creo que el doctor Guerra ha sido muy claro. 


En la Comisión estamos continuamente escuchando planteamientos de gente y de institutos vinculados al 
sector y en forma permanente estamos recibiendo a grupos de inversión. Es muy importante lo que ha dicho 
el doctor Guerra respecto a la inseguridad jurídica de muchos de esos grupos porque no hay un marco 
jurídico adecuado; se trata de grupos formados con muy buenas intenciones y con muy buenos proyectos, 
pero mientras todo camine bien. El problema es cuando pueda surgir algún inconveniente; todos estos 
proyectos, muy bien intencionados y que son muy favorables para el campo, pueden venirse abajo por 
cualquier inconveniente que pueda tener alguno de ellos. Es importante extendernos sobre este punto. La 
Comisión ha recibido a varias delegaciones, inclusive del Plan Agropecuario, para hablar sobre estos temas. 
No hay dudas de que no existe formación jurídica de parte de quienes presentan el proyecto. Sé que el doctor 
Guerra se ha contactado con algunos de ellos y que les ha planteado algunas dudas; eso es bueno que lo 
aclare en la Comisión. 


SEÑOR GUERRA.- Sí, eso es cierto, lo he constatado en la realidad y lo he visto en el ejercicio de la 
profesión. Hay interesantísimos proyectos que están en funcionamiento que desde el punto de vista 
técnico son excelentes y que en lo que tiene que ver con las intenciones suponen un logro importante, 
pero que yo -uno como abogado y hombre de derecho tiene que ver el aspecto jurídico de la cosa- veo 
que ofrece muchos flancos débiles en ese aspecto. No es suficiente la buena intención; es necesario el 
respaldo y la garantía de la ley. ¿Qué puede llegar a pasar si mañana empieza a haber algunos 
problemas con esas inversiones y no hay una ley atrás? Ahí podremos enfrentar grandes 
inconvenientes, porque ya no habrá confianza en la inversión de la producción misma. 


He conocido gente que hace negocios muy importantes, que mueve mucho dinero, comprometiendo a tres 
sectores distintos: un inversor particular, productores rurales y frigoríficos. Y si se sigue la escala, va a 
aumentar muchísimo, pero sin una ley atrás que dé un mínimo de garantía. 


Por lo tanto, creo que ha llegado el momento de dar un respaldo a esos tres sectores que van a estar 
involucrados. Si tendemos a eso, estaremos dando un paso muy importante. Se trata de contar con una ley 
que permita la autonomía de la voluntad, es decir, que las partes se entiendan. Las partes se entienden por los 
intereses, y a eso apunta este proyecto. 


SEÑOR AGAZZI.- En realidad, no sé a quién tengo que felicitar -quizá a la Cátedra de Derecho 
Agrario, que está representada en este momento por el doctor Guerra-, porque me parece que esta es 
una iniciativa de calidad, y si tiene muchos años, mejor. De pronto, nosotros deberíamos mantener más 
contacto con la Cátedra, porque aquí discutimos leyes y para construir el futuro hay que apoyarse en 
bases serias. Por eso me parece muy importante lo que ustedes han reflexionado. 


Nosotros, globalmente, con la inquietud que manifiesta el doctor Guerra tenemos una actitud positiva y la 
recibimos con agrado. Además, al ver el contenido del proyecto de ley, advertimos que agrega fórmulas 
sencillas. 


Queremos aprovechar esta oportunidad para plantear un par de cosas y recibir las reflexiones 
correspondientes. 


Entendemos que existe la necesidad de lograr seguridad jurídica para todas las partes, pero en el marco de la 
realidad agraria uruguaya. Los productores agropecuarios, en la realidad agraria uruguaya, son empresarios - 
otros no lo son, sino gente que sabe hacer una cosa y vive de eso- un poco particulares. El mundo de los 
empresarios agrarios es bastante distinto al de los empresarios financieros o industriales. La visión que 
tenemos del desarrollo agrario es que tiene que incluir a los productores que tenemos ahora. Sobre todo 
debemos ser muy cuidadosos en cuanto a la seguridad jurídica para los productores, porque cuando un fondo 
de inversión quiere invertir asociándose con un productor, en realidad van a coincidir, para buscar un arreglo, 
dos partes muy distintas: una persona que no conoce mucho de derecho ni de trámites -a veces le cuesta 
entender un formulario para llenarlo-, con alguien que se dedica a las finanzas, que es ligero. 


Nos interesa sobre todo la seguridad jurídica para los productores; pero en base a una visión de país y no solo 
porque nos pongamos a defender corporativamente a los productores. 


Como usted bien dijo, esto tiene dos sentidos. Por un lado, la idea es asociar productores, porque la vida 
cambia y el agro también; las escalas de producción son otras y también la técnica. Cuando se asocian 
cadenas, en realidad se puede mejorar técnicamente cada uno de los eslabones, y eso hay que hacerlo en un 
marco de seguridad. 


Ahora bien: cuando hablamos de asociar capitales con productores, ya el asunto es un poco más delicado. 
Hay como una visión según la cual, por la coyuntura, con el sistema financiero hundido y con gente que 
quiere invertir, esto puede servir para unir capital con trabajo. Pero, a nuestro entender, hay que recuperar el 
préstamo bancario. Eso es esencial, porque el agro en el mundo funciona con créditos, sobre todo la 
agricultura que tiene períodos más cortos. Es necesario recuperar el crédito bancario; no puede ser sustituido 
por inversores que quieren sacar su dinero del colchón y ponerlo en un lugar seguro, viendo al novillo. Eso 
puede ocupar cierto espacio, pero queremos ver el financiamiento a través de instituciones financieras, 
porque también sirve como herramienta para otras cosas, por ejemplo el fomento; se trata de dar un 
financiamiento que pueda ser supervisado, para mejorar las cosas. Cuando alguien con capital se asocia con 
un productor y pone la plata, ¿quién se ocupa de mejorar? Un problema que tiene el sector agropecuario 
uruguayo es que cuenta con productores cuya producción va desde mil litros de leche por hectárea hasta otros 
con siete mil litros por hectárea. Si una cosa caracteriza a nuestro Uruguay es que no aprovecha los 
conocimientos que tenemos para mejorar la producción. 


Nosotros vemos que el crédito organizado es una herramienta de desarrollo y no quisiéramos que una figura 
que está destinada a juntar los capitales con el productor deje de lado la idea del fomento. 


Por otra parte, hay otras actividades que vienen tomando importancia; en el proyecto se citan algunas que 
tienen que ver con el recreo natural y con el turismo. Pero una cosa es una actividad turística que opera como 
un complemento de los ingresos del productor -al estilo de lo que están haciendo muchos países, como 
España- y otra una inversión turística disfrazada de estancia. Son negocios diferentes y me parece que 
debemos tener mucho cuidado al elegir uno u otro. 


SEÑOR GUERRA.- Es muy interesante analizar lo que usted plantea, al menos para uno que lleva un 
tiempo luchando por todas esas ideas que resulta necesario ver cristalizadas. 


Usted habló en primer lugar del crédito. Este proyecto originalmente apuntaba a las economías de escala; 
últimamente, la falta de crédito hace que esto sea una alternativa, pero no es sustitutiva del crédito agrario. El 
problema del crédito agrario existe en todas partes del mundo. Lo digo porque he dado clases en Europa y he 
estado recorriendo varios países. Los agraristas en el mundo somos pocos, pero nos conocemos todos y eso 
nos permite intercambiar información. Las últimas jornadas de derecho agrario en el mundo han incluido 
temas de financiamiento alternativo para el agro. Es alternativo en cuanto a la búsqueda de nuevos métodos, 
pero el crédito agrario en sí tiene muchas particularidades. No es un crédito comercial para el agro. Son dos 


cosas distintas. Un productor va a un banco y pide un crédito rural, pero difícilmente sea rural: es un crédito 
comercial destinado al campo. La única experiencia positiva que ha habido en el Uruguay en cuanto a 
créditos verdaderamente agrarios es la del Banco de la República, que ha cumplido tareas de fomento y que 
controla que el dinero se utilice técnicamente. Se exige a los productores que presenten un plan de manejo de 
suelos, porque no es solo cuestión de dar la plata. Y los técnicos han acompasado a ese productor. Es un 
crédito de desarrollo, un crédito que tiene una serie de concepciones que no se explican pura y 
exclusivamente por el diferimiento de prestaciones. O sea que no se trata simplemente de yo le doy la plata 
hoy, devuélvamela mañana o, si no, le ejecuto el campo. Eso no es un crédito agrario. No sé si soy claro. 


Esto no apunta a sustituir eso ni mucho menos; so-lo recoge una alternativa y no lo podemos desaprovechar 
porque es una realidad de hoy. Es algo que está pasando. No es dando la espalda a la realidad que vamos a 
solucionar los problemas. Eso hay que contemplarlo. 


El segundo aspecto también está contemplado aquí. Lo que se quiere, de alguna manera, es integrar a la 
realidad del productor rural y poner a su alcance el valor agregado que la producción agropecuaria le permite; 
no es para que un hotel haga una inversión comprando una estancia. La diferencia está en el artículo tercero 
del proyecto que dice que se consideran comprendidas en esa actividad agraria las actividades realizadas por 
los productores rurales de manera accesoria o conexa como sostén de su explotación o como complemento o 
prolongación de sus actos de producción o servicio. En ese sentido, el proyecto recoge la idea del señor 
Diputado de tener en cuenta sólo la realidad del productor y no las inversiones hoteleras en el campo que es 
una realidad muy distinta. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Esta es una realidad que se está dando hoy; lo hemos comprobado en 
recorridas que hicimos los integrantes de esta Comisión. 


Todos somos testigos de que en Paysandú, en la Ruta N* 26 hace años que están haciendo exactamente esto: 
un grupo de productores se unió, porque este es un tema de escala. El gran problema que ellos nos 
planteaban, sin tener conocimiento ni asesoramiento jurídico, era cómo hacer para comprar un tractor o 
maquinaria, a nombre de quién la pondrían y quién saldría de garantía. Lo del crédito rural puede ser un 
complemento de esto y me parece bueno tenerlo en cuenta. Como decía el Profesor, la realidad nos ha 
superado y lo que estamos haciendo de esta forma es adaptarnos a ella. 


En la República Argentina muchos juristas no han hecho entender a los legisladores la importancia que esto 
tiene. Hay una barrera, una falta de comunicación, de la que hoy hablábamos. En esta Comisión es mucho 
más fácil entendernos; inclusive, este proyecto estaba a estudio de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración y lo trasladamos porque el mundo jurídico, a veces, no entiende la 
realidad del sector agropecuario. Nosotros tenemos que servir de puente. Al respecto, es bueno lo que usted 
contaba sobre lo que está pasando en Argentina. 


SEÑOR GUERRA.- Esta necesidad no es exclusiva de nuestro agro. En Argentina ha sucedido algo 
similar con los profesores agraristas de ese país, con quienes tenemos mucho contacto. Ellos nos hacían 
ver también las dificultades que han tenido siempre para traducir en términos jurídicos esto. La 
necesidad de asociarse y tener tipos propios es más o menos universal. Algunos países como Francia 
tienen formas asociativas muy especiales pero hay que tener cuidado porque la agricultura de cada 
país es distinta. No se pueden comparar. Nosotros tenemos similitud con ciertos sectores de Argentina 
pero la realidad de ese país es muy distinta en sí misma; eso también ocurre en Brasil. Nosotros 
tenemos más similitud con los problemas de Río Grande do Sul que con las regiones del norte. 


Sin embargo, puedo decir que, en términos generales, esta es una idea compartida por todos los agraristas del 
mundo. Unas semanas atrás me comuniqué con un profesor italiano a quien solicité información actualizada 
de la situación de las sociedades en Italia en esta materia ya que tenían una inquietud muy vieja de lograrlas, 
y me contestó que no tienen tales sociedades; tienen formas comerciales abiertas, lisa y llanamente. La 
necesidad de asociarse existe en todos lados. Este es un problema general, más o menos agudo según las 
circunstancias y la intervención del estado. 


Sin duda este proyecto contempla un largo anhelo y va a ser muy bienvenido. Me incluyen las generales de la 
ley porque hace muchos años que estoy batallando en esto. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Quisiera que el Profesor se refiriera a la simpleza de la constitución 
y la inscripción en el registro. Otro elemento importante es que hoy no hay sociedades civiles que 
contemplen esto; a las sociedades civiles que se han hecho y que no tienen personería jurídica pero 
están funcionando en la realidad esta ley les da la posibilidad de transformarse. 


SEÑOR GUERRA.- Uno de los pilares de esta ley es que se trata de un proyecto sencillo para que las 
sociedades también lo sean. Ello significa que los trámites para su constitución, formación y 
funcionamiento sean simples. La realidad social demuestra que no se puede complicar al productor 
rural con problemas constitutivos de la sociedad. No se trata de sociedades anónimas, comerciales o 
financieras. Esa es la realidad de nuestro país y no se puede complicar al productor con institutos 
jurídicos que no están de acuerdo con su realidad. 


Las formas asociativas en el campo pueden ser muy variadas. Entonces, se proyectan solo dos modalidades 
dentro de las cuales existe una posibilidad muy amplia de poder vincularse con la mayor variedad de fines 
posibles. En este sentido, es una realidad muy distinta a la comercial e industrial. Si se considera la Ley 

N? 16.060 sobre sociedades comerciales se puede apreciar que la legislación comercial dispone de tipos 
sociales determinados. Entonces, si uno se quiere asociar, tiene que buscar esa forma y con ella se tiene que 
arreglar. Es así porque la realidad del comercio implica la simple unidad de capitales, con mayor o menor 
intensidad. En cambio, las formas asociativas en el agro no pueden ser encasilladas en tipos formales 
predeterminados. Los productores rurales se pueden unir para arreglar un camino y el tránsito hacia sus 
establecimientos y pedirle a la Intendencia que les preste una máquina pero muchas veces no tienen una 
estructura idónea que les permita siquiera presentarse porque trabajan por amistad o por conocimiento. Sin 
embargo, no hay una organización mínima. En ese caso, ¿a quién le prestan la máquina? Entonces, hay 
posibilidades de asociarse en otro tipo de escala con emprendimientos en común. No es necesario que en una 
zona agrícola un vecino tenga una cosechadora gigante con una inversión impresionante y otro vecino tenga 
una igual para que esté todo el año parada. Entonces, vamos a permitir que esas personas, en vez de comprar 
máquinas a medias y ponerlas a nombre de los dos -lo que implica que si mañana uno se divorcia le pueden 
sacar la máquina- puedan tener una sociedad de tipo sencillo sin recurrir a una sociedad anónima. No es que 
esté en contra de las sociedades anónimas -¡por favor!- pero no tiene nada que ver con esta realidad. 


Detrás de todo esto hay dos grandes formas asociativas que permiten que, cualquiera sea el interés que 
impulse a los socios a asociarse, puedan encontrar la modalidad adecuada. Hemos tenido, inclusive, 
problemas semánticos en cuanto a la forma de denominación. En un primer momento pensamos llamarlas 
sociedades abiertas porque ello implicaba la posibilidad de que incorporara un número indefinido de 
asociados. Pero con la experiencia y el manejo nos dimos cuenta que eso ocasionaba problemas, porque se 
confundía con las sociedades anónimas abiertas, que no tienen nada que ver. Entonces, le cambiamos el 
nombre para dar más certeza a lo que queríamos trasmitir -aunque no siempre hay una relación entre el 
nomenclátor y su contenido- y las llamamos asociaciones agrarias. 


La intención de estas asociaciones agrarias es tener un formato asociativo amplio, que pueda recoger, sobre 
todo, las necesidades de economía de escala de un ámbito determinado. ¿Por qué son abiertas? Porque si yo 
tengo un campo y me integro a esa asociación agraria que está funcionando en economía de escala, y mañana 
lo vendo, no sigo atado a la asociación porque no tiene sentido. Entonces, la estructura social debe estar 
hecha de manera tal que, con las garantías del caso, yo me pueda ir. Y las garantías deben existir para todos: 
para el que se va, para el que viene y para la estructura social; esto no se logra fácilmente en los formatos 
comerciales. 


Se permite hacer estas sociedades y asociaciones de diferentes maneras. Por ejemplo, el capital social puede 
ser variable de acuerdo con el número de asociados, y puede ser ilimitado o limitado. 


Nos colocamos en este punto y la idea que tenemos es estar a medio camino entre lo que es una cooperativa y 
lo que es una sociedad comercial. La cooperativa tiene un gran inconveniente para la inversión: un socio 
equivale a un voto; de esta forma nadie invierte. Además, tiene otro gran problema: es una estructura muy 
grande, muy pesada y está sometida a muchos controles, lo que muchas veces no es adecuado para ciertas 
realidades. Debemos decir que las cooperativas agrarias han hecho muchas cosas, pero son para una realidad 
asociativa distinta. 


Si ustedes analizan el articulado verán que establece la autonomía de la voluntad para que los productores se 
asocien de la forma que entiendan necesario. 


La otra forma de asociación que existe son las sociedades agrarias comunes y corrientes; son muy parecidas 
porque tienen responsabilidad limitada. Para que tengan una idea, es como un paralelismo con la sociedad de 
responsabilidad limitada, solo que no es comercial. Otro aspecto muy importante a tener en cuenta es que 
tienen objeto exclusivo; estas sociedades solo van a poder hacer esto para lo que fueron constituidas, y no 
para comprar apartamentos ni para usar como formatos. La idea no es crear un tipo formal sencillo para 
esconder patrimonios; esa posibilidad no se va a dar. Esto es muy transparente en su finalidad y en su 
propósito. 


El proyecto también contiene normas mínimas en cuanto a cómo se forman estas asociaciones. La formación 
es sencilla; tienen personería jurídica y es necesario inscribirla en un registro. En este aspecto también ha 
tenido participación la Asociación de Escribanos del Uruguay; la Comisión de Derecho Agrario ha tenido una 
actuación muy decidida en este proyecto y ha sido su gran impulsora. 


El articulado contiene normas sobre disolución y liquidación. También previene sobre las sociedades civiles 
con objeto agrario que no tienen personería jurídica y que en la práctica son un grave inconveniente. Quien es 
abogado o escribano sabe muy bien los dolores de cabeza que trae comprar, vender o presentar un reclamo si 
la sociedad civil no tiene personería jurídica. Por lo tanto, aquí también se recoge una vieja inquietud del 
sector agropecuario -al menos de los profesionales- que tiene que ver con que estas sociedades puedan contar 
con una personería jurídica. Además, vamos a evitar algunas discusiones, porque ya se está empezando a ver 
alguna sentencia que duda si tienen o no personería jurídica, y eso no es bueno. La función del Derecho es 
dar certeza y seguridad, y esta es una buena oportunidad para hacerlo. 


Finalmente, figuran los contratos colectivos y los de integración productiva, que ya he comentado. 


Además, este proyecto está hecho con la idea de que el agro hoy en día tiene que cumplir distintas funciones 
desde el punto de vista de la producción agropecuaria. No tiene solamente una función productiva; hay una 
función social y ecológica que el productor rural debe encarnar y llevar adelante. 


Hay una idea latente en este proyecto, que es definir qué es la actividad agropecuaria. Actualmente, no existe 
ninguna definición en este sentido. Uruguay tiene en la agricultura, en la actividad agropecuaria, un sector 
genuino de su economía; sin embargo, no está definido, no se sabe qué es. Conozco algunos productores 
rurales que compran ganado, mejoran la calidad y lo exportan, que han tenido problemas en algunos bancos 
para que se les reconociera que eran productores rurales y no comerciantes. Hoy en día estas son cosas 
elementales. Existen conceptos de lo que es la relación de subordinación, definiciones de lo que es el 
comercio y de lo que es la actividad financiera pero no tenemos ni una sola ley que establezca lo que es la 
actividad agropecuaria. Con el futuro que tenemos, con la tecnología cada vez mayor que hay, con el mundo 
cada vez más sofisticado que vamos a enfrentar, esas divisiones tan sencillas de que el productor rural es el 
que tiene tierras y el que no las tiene no lo es, ya no existen. Entonces, sería bueno que nuestro país se diera 
la oportunidad de definir esto. En Francia ya tienen una definición de agricultura. Entonces, no nos quedemos 
atrás. En 1875 Uruguay tuvo el segundo Código Rural de América del Sur; era un código autóctono, no 
copiado de Europa. Ahora el agro ha cambiado, entonces, dennos una oportunidad de avanzar, ya que 
tenemos gente que lo puede hacer. 


Estas son algunas de las ideas que quería manifestar. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Hay dos elementos sobre los que nos ha ilustrado el doctor a los que 
me gustaría hacer referencia. 


Pienso que desde el punto de vista tributario pueden surgir algunas objeciones, aunque no creo que este tipo 
de problemas se den por cómo tributa el agro. Me parece bueno decir esto ahora porque estas pueden ser 
algunas piedras que surjan en el camino. 


Otro aspecto importante que es bueno aclarar es que en los contratos agrícolas que hoy se hacen, en los que el 
productor pone la tierra -inclusive, se puede constituir por una sola cosecha; esta es una realidad actual- han 


surgido inconvenientes con relación a de quién es la cosecha, etcétera. En ese sentido, estamos minados de 
juicios. 


SEÑOR GUERRA.- En este último tema que menciona el señor Diputado hay muchísimos problemas. 
Las figuras más usadas son la medianería o la aparcería; no son lo mismo y hay confusiones 
semánticas que llevan a grandes confusiones. Ha pasado que medianeros han cultivado tierra 
hipotecada y vienen a sacarle la cosecha. El hombre presenta un contratito y dice que la cosecha es 
suya porque es medianero, pero le contestan que cultivó en un campo hipotecado. Ese contratito no le 
ofrece ninguna garantía. 


Estos problemas existen en el campo de hoy y se dan porque hay una gran inversión pero no existe una 
legislación clara que contemple estas situaciones. 


Además, estamos hablando de que el trabajo del campo es de cosechas, pero implica una gran inversión, 
créditos pedidos y personal que hay que pagar; atrás de cada cosecha hay un mundo de relaciones. 


Tal como está establecido aquí, de una forma sencilla se puede hacer una sociedad agraria; se la constituye, 
se llenan unos formatos, se va al registro y se acabó el problema. Creo que esta es una facilidad que ofrece 
este proyecto y que está en concordancia con la realidad actual del agro. 


El otro aspecto que mencionaba el señor Diputado tenía que ver con la parte tributaria. Este proyecto no toca 
el tema tributario, ni pretende hacerlo. No es necesario tocar los tributos salvo en un aspecto que está 
mencionado. Estas sociedades y asociaciones van a pagar los tributos que le correspondan de acuerdo con la 
actividad que hagan. Si realizan actividad agropecuaria pagarán los impuestos que corresponden a todo 
productor. Esta asociación puede ser un sujeto pasivo si se dedica al cultivo, pero si hace un camino, va a 
pagar lo correspondiente por ese concepto, pero no va a abonar los impuestos del agro. Es decir que no 
presupone ni ingresa a valorar el tema tributario; es neutro. De modo que no se le puede poner un obstáculo 
porque pueda avasallar el mundo de los tributos, porque no es así; no pretende serlo. El único caso es el de 
los fondos agrarios de inversión, cuando se constituyan. Allí sí la legislación tributaria no contiene 
previsiones para que un patrimonio autónomo de afectación pague impuestos. Los fondos de inversión 
actuales, como están destinados a la inversión financiera, no tienen ese problema tributario. Estos son los 
primeros fondos de explotación directa, es decir, vinculados directamente con la explotación agropecuaria. 
Entonces, si no hay una previsión de impuestos, bastaría con crear un fondo para no pagar impuestos. No nos 
parece que esto tenga algo que ver con la idea que estamos manejando. 


Por lo tanto, el artículo 24 del proyecto establece que estos fondos quedarán sujetos a los impuestos que 
gravan la actividad desarrollada, es decir que ingresan dentro del mundo tributario. La idea no es con esto 
soslayar el sistema tributario. 


SEÑOR AGAZZI.- Este intercambio está siendo realmente interesante. En el artículo 3” se define la 
actividad agraria, lo que es muy importante. En el Uruguay no hay un reconocimiento de la 
profesionalidad del productor. En otros países está definido qué es un productor agropecuario; aquí 
está definido qué es un médico, un arquitecto o un transportista -acabamos de aprobar una ley para 
que se emita el certificado de transportista profesional de carga-, pero no la actividad agropecuaria, 
que exige una profesionalidad porque requiere una cantidad de condiciones, de habilidades, de 
formación, de capacitación. No existe; es solo gente que está trabajando la tierra. 


Creemos que esto es muy importante en su doble sentido. En primer lugar por el derecho que tiene el 
productor agropecuario a ser reconocido como tal, pero también... 


SEÑOR GUERRA.- En los años que tengo de ejercicio profesional me he formado un concepto: 
cuando un comerciante entra a un Juzgado, es un comerciante que entró a un Juzgado; cuando un 
médico entra a un Juzgado, es un médico que entró a un Juzgado; cuando un productor rural entra a 
un Juzgado, no es un productor rural sino un hombre del campo, un ciudadano común que está en el 
campo. Yo quisiera que alguien me definiera qué es un productor rural. Esa definición es empírica. Si 
ese productor rural es objeto de relaciones jurídicas, de crédito, de tipos comerciales o agropecuarios, 
esto no es bueno. 


Quería mencionar esto para coadyuvar el criterio del señor Diputado Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- En los primeros artículos de la ley agrícola de los Estados Unidos se define qué es 
un productor rural, lo que implica que ese ciudadano, que desempeña una actividad reconocida, tiene 
una relación determinada con el resto de la sociedad. De lo contrario, es un agente suelto. Lo peligroso 
de los agentes sueltos es que corren todos los riesgos solos. Y la actividad agropecuaria corre riesgos 
muy distintos a los que corren las otras actividades, y no solo climáticos sino también económicos, 
sobre los precios de mercado. Los productores rurales se desempeñan en vinculación con un mundo 
muy complicado. Entonces, si son parte de la sociedad y esta necesita ocupar el territorio, cuidar los 
recursos naturales y producir alimentos y materias primas, eso debe tener una relación con el todo. 
Nos da la impresión que el productor es otra cosa. 


Creo que en la ley de colonización se establece un concepto muy interesante. Esta ley es muy programática, 
pero establece la posibilidad de que los colonos además de asociarse entre sí -lo que se dispone 
explícitamente y el Instituto debe apoyarlo-, formen comunidades agrarias. Estas comunidades agrarias 
fueron una intención del legislador, porque solo existen en la ley. 


SEÑOR GUERRA.- Las comunidades agrarias están referidas expresamente en la ley de colonización. 
Llama mucho la atención la expresión comunidades agrarias. La ley permite la asociación entre los 
colonos y quienes no lo son, pero la finalidad asociativa es la mejora del suelo. Es decir que la 
asociación tiene un fin exclusivo que es incorporar planes de manejo de suelos que permitan la 
recuperación de las tierras que están afectadas por diferentes procesos erosivos. Entonces se establece 
que, creadas las comunidades agrarias, el Instituto las apoyará. Esto nunca fue reglamentado; no 
conozco en el Uruguay una sola comunidad agraria. Y si mañana viene a mi estudio un grupo de 
productores que quieren formar una comunidad agraria, sinceramente lo único que tengo es el texto de 
una ley que las establece, por lo que no sabría cómo crearlas; no hay ninguna experiencia, y si fuera al 
Instituto de Colonización tampoco lo sabrían. La verdad es que esta iniciativa murió en el texto. 


La ley de colonización es excelente; en la Cátedra siempre hemos apoyado a la ley de colonización, porque 
encarna una realidad del agro muy profunda. La discusión parlamentaria, previa a la aprobación de la ley_de 
colonización, fue brillante ya que se vertieron una serie de fundamentos de un lado y del otro de un alto nivel 
técnico y un profundo conocimiento económico y social del agro. Lamentablemente, nunca tuvo demasiada 
aplicación o no colmó todas las expectativas. Pero las leyes por sí mismas no son buenas ni malas; también 
influye el hecho de cómo se las aplica. 


Ese es el problema que ha tenido la ley de colonización: las comunidades agrarias existen en la ley y son muy 
limitadas porque son a los solos efectos del manejo del suelo. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Tengo entendido que el único antecedente lo constituyen las 
sociedades agrarias de riego, establecidas expresamente en la última ley de riego. 


SEÑOR GUERRA.- Cuando trabajé en el proyecto de ley de riego -entre los múltiples temas que 
tenemos a estudio, el agua es uno de los más importantes que debemos enfrentar en todo el mundo, en 
el agro en especial y en nuestro agro en particular-, la realidad demostraba que el aprovechamiento del 
agua por parte de los productores rurales adolecía de fallas de educación, de tecnología. Por ejemplo, 
había agrupamientos de pequeños productores de Canelones que tenían necesidad de asociarse para el 
aprovechamiento del agua, porque había unos préstamos muy buenos que venían del Banco Mundial y 
un plan que llevó adelante PRENADER, que hizo una obra social muy importante. Entonces, se 
empezaron a manifestar diferentes grupos de productores por todo el país que reclamaban formas 
asociativas. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca fue el primero en recepcionar esa 
necesidad y desde el PRENADER se tuvo que recurrir a ciertas figuras, como la de un consorcio. Pero 
eso no era lo que estaban necesitando. 


Cuando se elabora el proyecto de ley de riego, a impulso de los productores que más usaban el agua, se vio la 
necesidad -esto fue planteado así no solamente por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca sino 
también por la Dirección de Hidrografía- de crear formas asociativas especiales para el agua, que son de muy 
vieja data. En el Código Rural de 1875, que perduró en la parte del agua hasta 1978 -el codificador dio 


argumentos muy buenos sobre por qué no se modificaba-, ya había formas asociativas para el agua. Esto 
venía de la legislación española de 1866, que a su vez recogía muchas cosas de los árabes. Esa legislación 
nunca se aplicó; Uruguay nunca tuvo formas asociativas en el agua. Se derogó con el Código de Aguas y, 
desde ese momento, no hubo ninguna figura asociativa para el agua. Cuando en el Uruguay se comienza a 
utilizar el agua se ve una necesidad colectiva; los productores en el mundo se asocian para usar el agua, y lo 
hacen en sociedades agrarias de riego. Fue por ello que en el proyecto de ley se introdujo a las sociedades 
agrarias de riego; ya estaban inspiradas en este proyecto. Cuando se aprobó esa ley -creo que en 1997; 
trabajamos en ella en 1996-, los conceptos sobre las sociedades agrarias de riego salieron de este proyecto 
que ya manejábamos en la Cátedra. 


Hoy existen las sociedades agrarias de riego. Hace unos días hablaba con unos técnicos de la Dirección 
Nacional de Hidrografía del Ministerio quienes me señalaban el valor que ellos le daban a estas sociedades 
agrarias de riego, puesto que permiten la administración del agua directamente por parte de los productores. 
Sin embargo, no hay una difusión importante del tema, y creo que es un poco responsabilidad de los 
profesionales. Yo estoy familiarizado con la ley de riego, pero tengo que reconocer que hay muchos 
profesionales que no la conocen, y cuando el productor los consulta para asesorarse, no hay una buena 
difusión del tema. En las próximas jornadas de Derecho Agrario vamos a tratar de hacer una difusión más 
importante de todos los últimos aspectos de la legislación. 


SEÑOR AGAZZI.- Me parece muy interesante todo esto aplicado al agua, recurso del que disponemos 
en forma abundante en el país y que debemos manejar de manera cada vez más cuidadosa por la 
importancia que tiene y que va a tener. 


La Ley _de riego también establece las Juntas Regionales, por lo que quiero pedir al doctor Guerra una 
reflexión en este otro sentido. Muchas veces las leyes se aprueban en base a la necesidad de laudar distintos 
intereses y por problemas que se presentan en la práctica. Quizás la posibilidad de asociar capital con 
productores se deriva de lo que está pasando en el país. A veces, las leyes van más adelante que los hechos y 
son un poco programáticas. Si están demasiado alejadas, como la ley_ de colonización, después no hay manera 
de que la práctica alcance a la ley. 


De todos modos, en esto del riego la impresión que tenemos es que se han planteado problemas en el uso del 
agua para regar. Ahora bien: el agua está disponible para regar después que llovió, que escurrió y que llegó a 
los bajos. Nos parece que estamos un poco atrasados en el tratamiento del agua antes de que sea un recurso 
utilizable para el riego. En realidad, las Juntas Regionales que ya se formaron son para regar; no las hay para 
organizar el cuidado del recurso. En cuanto a una cuenca hidrográfica, por ejemplo, no hay ninguna norma en 
el Uruguay que establezca principios de cuidado del agua para que cuando la vayamos a usar sea de buena 
calidad, o que no erosione, o que no haya excesivas masas boscosas que la evapotranspiren, etcétera. Eso no 
es malo, es lo que nos ha pasado. Los conflictos se dan para regar. Por ahora no tenemos conflictos para 
almacenar el agua y para cuidarla. 


Quisiera conocer la opinión del doctor Guerra en ese sentido. 


SEÑOR GUERRA.-- Estoy por terminar de escribir un libro que se llama "Los derechos del agua en la 
agricultura", en el que analizo ese tema. No hay norma alguna que regule lo que dice el señor 
Diputado. Si no recuerdo mal, el último artículo del Decreto N” 404/02 dice que la administración del 
agua será por cuencas. No hay ninguna norma que diga cómo se administra el agua. Las disposiciones 
del Código de Aguas son todas programáticas; no hay una planificación del agua, como en España, por 
ejemplo, donde está la tutela de la ley. Entonces, ¿cuáles son los criterios para regular el problema de 
la calidad del agua y de su aprovechamiento? Creo que estamos un poco huérfanos al respecto. Pero 
también debemos comprender que estamos haciendo experiencia. El Uruguay no es un país que tenga 
arraigada la cultura del agua; no es España, país donde han tenido problemas con el agua desde las 
raíces de su historia. Nosotros tenemos un país muy generoso en cuanto al agua y, tal vez, por esa razón 
nunca nos dedicamos a cuidarla demasiado. Somos un país dedicado fundamentalmente a la ganadería 
y, salvo que se den sequías espantosas, nuestros ríos, arroyos y cañadas ofrecen agua suficiente al 
ganado. Recién en los últimos tiempos empezamos a ver las virtudes del agua asociadas al agro. 
Entonces, tenemos que darnos la oportunidad de empezar a aprender; tenemos buenos técnicos en la 
materia. Todavía no tenemos conflictos con el agua, aunque hay algunos casos, en Rocha, por ejemplo. 
No se pueden negar los grandes conflictos que ha habido más que por el riego por las obras hidráulicas 


que se fueron construyendo de manera clandestina desde India Muerta hacia abajo, lo que ameritó la 
creación de una ley especial para establecer un "statu quo" a través de un artículo; porque allí era 
como el "Far West", se hacía todo por mano propia. Tanto es así que se construyeron dos muros de 
dieciséis kilómetros de largo; es como si se rodeara Montevideo desde la Plaza Independencia hasta el 
Puente de Carrasco y hasta la Plaza de Colón. Todo eso se hizo de manera clandestina. 


No tenemos problemas, pero, cuidado, podemos comenzar a tenerlos en cualquier momento. Podemos tener 
problemas en cuanto a la administración del agua o a su calidad. Esto es algo que vengo advirtiendo desde 
hace mucho tiempo y es necesario que comencemos a trabajar al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el Capítulo denominado "De otras disposiciones", en el que figura lo que 
se trasmite a los herederos en cualquier sociedad, el último inciso del artículo 22 dice: "Los derechos y 
obligaciones de estos contratos no se trasmiten a los herederos, salvo en lo relativo a la responsabilidad 
por incumplimiento". Quisiera conocer su opinión jurídica con respecto a este punto. 


SEÑOR GUERRA.- La razón de incluir un artículo de este tipo es un poco especial y atiende la 
realidad. Apunta al siguiente hecho: si mi padre es productor rural y entra en una cadena productiva o 
forma parte de un convenio colectivo, y yo soy médico o abogado, que se me trasmita la 
responsabilidad como productor que tiene mi padre. Tal vez haya que mejorar la redacción, porque 
esto es solo una propuesta. No se me puede imponer que yo tenga que cumplir la obligación de entregar 
un ganado o de producirlo de determinada manera, porque en estos contratos de integración no 
parecería adecuado; el contrato se extingue con ese hecho, esa parte queda afuera. No se puede 
asegurar el cumplimiento a los herederos, salvo -también se podría reclamar el derecho- la 
responsabilidad por incumplimiento, puesto que en esta sigue las reglas generales de cualquier 
responsabilidad. Esto nos pareció oportuno para no generar responsabilidades hereditarias sobre cosas 
que son imposibles de cumplir. 


Esto es nada más que fruto de una inquietud jurídica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo me refería a una capitalización o a una consignación de lana, cuando el 
lanar está prendado a un banco o es vendido por el productor dentro de una asociación. Por ejemplo, 
se establece una asociación de capitalización de kilos de lana, pero sucede que el productor original -el 
que se asoció con otro grupo- tenía el lanar prendado o simplemente lo enajena; quisiera saber qué 
pasa en ese caso. 


El doctor Guerra ha dicho que no se trasmite la responsabilidad a los herederos, pero si uno de los socios 
desaparece, el accionista, el que ponía el bien lanar, ¿su heredero no tendrá la responsabilidad de que el 
productor original enajenó el producto? 


SEÑOR GUERRA. El ámbito de aplicación de esto es muy estricto; es solamente en los contratos 
colectivos y en los contratos de integración. Los contratos de capitalización no están incluidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todos modos, podría hacerse a través de un contrato colectivo sencillo; 
porque este proyecto lo ampara a realizar un contrato mucho más sencillo que un contrato de 
capitalización, de los que no se lleva registro. 


SEÑOR GUERRA.- No; no se llevan registros. Esa es una cosa que puede pasar en la realidad. Uno 
piensa en ciertos formatos, pero no puede estar en la mente de todos captando todas las formas que se 
puedan buscar. Usted tiene razón: mañana tres productores se juntan y forman un contrato colectivo, 
que no es pensado para eso que querían hacer, pero igualmente lo hacen. Esa es una realidad que 
debemos tener presente. Son problemas que pueden llegar a presentarse. 


Tal vez exista la necesidad -lo reconozco- de pensar un poco más en esos aspectos, afinando más la punta al 
lápiz. Este es un anteproyecto y estoy seguro de que detrás de muchas de estas cosas pueden existir mil 
problemas jurídicos distintos. Pero, claro, si las leyes por sí pudieran solucionar todos los problemas, sería 


fantástico. Pero el legislador debe ser cuidadoso y si observa desde ya la eventualidad de algún problema o 
inconveniente, hay que franquearlo. 


La idea es que en un convenio colectivo verdadero -de los que pretende esta ley-, un convenio de integración 
productiva, no se traspase a los herederos los problemas de las partes de ese contrato. Tal vez esta idea traiga 
más problemas que los que quiere solucionar; no lo niego. Lo voy a repensar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Conviene que el proyecto salga aprobado con todo esto aclarado, porque los 
juristas que tenemos en la Cámara -que son muchos- pueden ver un flanco muy grande en esto, que lo 
tiene. Creo que en adelante deberíamos profundizar en ese aspecto. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- El doctor Guerra, como dijo, está afinando la punta del lápiz, y tal 
vez pueda encontrar una nueva redacción, manteniendo el principio de que no se puede comprometer a 
alguien que no tenga la especialidad necesaria que le permita cumplir de acuerdo con lo que prevé el 
contrato. Pero sí se podría trasmitir la responsabilidad en el caso de sea simplemente dar el suelo, por 
ejemplo. 


SEÑOR GUERRA.- La profesionalidad del productor es un concepto que se maneja en otras 
legislaciones. En España, por ejemplo, el productor es un profesional de la agricultura. En ese sentido, 
se apunta a lo siguiente: si mi padre era productor rural y yo soy abogado, a mí no se me puede exigir 
la profesionalidad de mi padre en el cumplimiento del contrato. Esa es la idea, aunque no descarto que 
esta redacción pueda traer algún dolor de cabeza. Sería bueno afinarla y me ofrezco con mucho gusto 
para considerarlo, del mismo modo que para cualquier otro tema agrario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedamos a la espera, entonces, de su nuevo aporte. 


Solo nos resta agradecer su presencia y el brillante y enriquecedor aporte realizado. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


